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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Cintrón Cintrón,                           
el Juez Pagán Ocasio y la Juez Barresi Ramos 
 

Pagán Ocasio, Juez Ponente 
 

SENTENCIA   
 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de diciembre de 2021. 

I. 

 El 20 de septiembre de 2021, la señora Carmen L. López 

Quiñones (señora López Quiñones o la recurrente) presentó, por 

derecho propio, una Solicitud de Revisión de Decisión Administrativa. 

Solicitó que revoquemos una Resolución1 emitida por el 

Departamento de Asuntos del Consumidor (DACo) el 15 de julio de 

2021. En desacuerdo, la recurrente presentó una Moción de Revisión 

y Reconsideración2 el 5 de agosto de 2021. El DACo no consideró 

dicha solicitud en el término correspondiente.  

 
1 Apéndice del recurso de revisión judicial, págs. 438-441. 
2 Íd., págs. 443-456. 
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 En atención al recurso de revisión judicial, emitimos una 

Resolución en la que concedimos a la Junta de Directores del 

Condominio Ocean Club at 7 Seas (Junta de Directores) y al DACo 

un término de treinta (30) días para presentar su alegato en 

oposición. 

 El 22 de octubre de 2021, la agencia administrativa presentó 

Alegato del Departamento de Asuntos del Consumidor, en el cual 

solicitó que declaremos no ha lugar la solicitud de la recurrente y 

confirmemos la Resolución recurrida. 

 Por su parte, el 25 de octubre de 2021, la Junta de Directores 

presentó su Alegato en Oposición a Solicitud de Revisión de Decisión 

Administrativa y Solicitud de Desestimación por Falta de Parte 

Indispensable.  Arguyó que MAPFRE era una parte indispensable y 

procedía la desestimación del caso. Por otro lado, argumentó que, 

tal como resolvió el DACo, procedía que la Oficina del Comisionado 

de Seguros (OCS) emitiera su determinación en cuanto a la 

devolución de la indemnización del dinero. 

 En atención a la solicitud de desestimación presentada por la 

Junta de Directores, emitimos una Resolución en la que concedimos 

a la recurrente un término de diez (10) días para fijar su posición.  

 El 10 de noviembre de 2021, la señora López Quiñones 

presentó Posición Parte Recurrente en Relación a la Solicitud de 

Desestimación por Falta de Parte Indispensable. Arguyó que la 

querella respondía “única y exclusivamente a acciones, actuaciones 

y/o decisiones de la Parte Recurrida sin previa discusión y 

aprobación del Consejo de Titulares contrario a lo impuesto por la 

Ley de Condominios y en evidente violación a la misma”. Señaló que 

las violaciones a la Ley de Condominios de Puerto Rico, Ley Núm. 

129-2020,3 (Ley de Condominios) no afectaban en nada los intereses 

 
3 31 LPRA sec. 3121 et seq. 
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de MAPFRE. Por lo cual, MAPFRE no era parte indispensable y 

procedía declarar no ha lugar la solicitud de desestimación.  

 Con el beneficio de la postura de las partes, 

pormenorizaremos los hechos atinentes al recurso de revisión 

judicial.  

II. 

 El caso de marras tuvo su génesis el 2 de febrero de 2021, 

fecha en que la señora López Quiñones presentó una querella4 

contra la Junta de Directores ante el DACo. En ésta, alegó que la 

Junta de Directores saliente, el 30 de enero de 2021 tomó varias 

decisiones sobre asuntos relacionados a la indemnización que les 

otorgó la aseguradora MAPFRE por los daños ocasionados por el 

huracán María, sin presentar dichos asuntos ante la consideración 

del Consejo de Titulares. Específicamente, señaló que la Junta de 

Directores tomó las siguientes decisiones: 

1. Retención de dinero adjudicado por Aseguradora a 
titulares, por concepto de la Reclamación Huracán María, 
sin previa discusión y aprobación del Consejo de 
Titulares. 

2. Toma de decisión de devolver dinero a la Aseguradora sin 
previa discusión y aprobación del Consejo de Titulares. 

3. Toma de decisión de contactar a la Aseguradara para 
notificarle sobre la intención de devolverle dinero sin 
previa discusión y aprobación del Consejo de Titulares. 

4. Toma de decisión de no acción sobre señalamientos sobre 
el Proceso de Reclamación Huracán María sin previa 
discusión y aprobación del Consejo de Titulares. 

5. Manipulación de la Agenda de Asamblea para presentar 
las decisiones tomadas con relación a los señalamientos 
del Proceso de Reclamación Huracán María sin permitir 
realizar cuestionamientos ni abrir el foro a discusión para 
aprobación de lo presentado por parte del Consejo de 
Titulares.5  

 

Por lo que, solicitó al DACo que emitiera una orden de cese y 

desista para que la Junta de Directores entrante no pudiera iniciar 

o continuar las gestiones para devolver el dinero a MAPFRE hasta 

que el asunto fuese presentado y aprobado por el Consejo de 

Titulares. Además, solicitó que se impugnen las decisiones de la 

 
4 Íd., págs. 1-2; 206-211. 
5 Íd., pág. 208. 
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Junta de Directores saliente relacionadas a la reclamación por el 

huracán María, por entender que fueron tomadas sin llevarlas a la 

consideración y aprobación del Consejo de Titulares, en violación a 

la Ley de Condominios, supra. También, pidió que la Junta de 

Directores entrante buscara asesoramiento en la OCS sobre las 

implicaciones y el riesgo legal, si alguno, en caso de que el Consejo 

de Titulares retuviese el dinero adjudicado por MAPFRE a elementos 

no cubiertos en la póliza. A su vez, solicitó que se convocara una 

asamblea extraordinaria y la Junta de Directores saliente fuera 

sancionada por actuar con temeridad y negligencia. 

Tras varios trámites procesales, la Junta de Directores 

presentó Contestación a Querellas Enmendadas.6 Esencialmente, 

negó las alegaciones de la querella o argumentó que no ameritaban 

alegación responsiva. 

El 27 de mayo de 2021, el DACo emitió una Orden de 

Señalamiento de Vista Administrativa Mediante Videoconferencia7 

para el 6 de julio de 2021.  

El 28 de junio de 2021, la Junta de Directores presentó una 

Moción Acompañando Prueba Documental de la Parte Querellada y 

Otros Extremos.8 Como parte de los documentos, la Junta de 

Directores incluyó una comunicación dirigida al Comisionado de 

Seguros de Puerto Rico, en la que consultaron lo siguiente: ¿Está 

facultado el Consejo de Titulares para negarse a devolver el dinero 

recibido como pago por unos daños que no estaban cubiertos por la 

póliza de seguros?9 La Junta de Directores alegó que la consulta 

surgía ante el reclamo de los titulares para que les entregue el dinero 

que MAPFRE pagó por sus acondicionadores de aire, los cuales no 

estaban cubiertos por la póliza de seguros, y la reclamación de 

 
6 Íd., págs. 261-264. 
7 Íd., págs. 295-297. 
8 Íd., págs. 298-300. 
9 Íd., págs. 371-431. 
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MAPFRE de que se le devuelva el dinero pagado por propiedad no 

asegurada. 

Posteriormente, la vista se celebró en la fecha señalada.10 

Según surge de la Resolución recurrida, la Junta de Directores 

presentó una moción de desestimación al comienzo de la vista. 

Luego de que las partes argumentaran sobre dicha solicitud, el 

DACo emitió nueve determinaciones de hechos. Resolvió que, 

conforme al Art. 66 de la Ley de Condominios, supra,11 correspondía 

a la OCS dirimir si el dinero pagado por MAPFRE se hizo fuera de 

los términos de la póliza. Concluyó que “[e]n el orden lógico de los 

eventos, lo primero es que la OCS emita su decisión para luego 

llevarlo al Consejo de Titulares, de ser necesario, y desembolsar las 

cantidades autorizadas”. Además, resolvió que carecía de 

jurisdicción para imponer sanciones a los miembros de la Junta de 

Directores, toda vez que cualquier reclamo contra estos debía ser 

presentado y dilucidado ante el Tribunal de Primera Instancia. En 

consecuencia, declaró “ha lugar” la solicitud de desestimación, 

desestimó la querella y ordenó el cierre y archivo del caso. 

En desacuerdo, la recurrente presentó una Moción de Revisión 

y Reconsideración, la cual no fue considerada por el DACo. En dicha 

solicitud, argumentó que DACo ostentaba jurisdicción para atender 

la querella y no la OCS. Sostuvo que el remedio solicitado en nada 

pretendía cuestionar la cubierta de la póliza ni la oferta que MAPFRE 

realizó. 

Así las cosas, el 20 de septiembre de 2021, la recurrente 

presentó el recurso ante nos e imputó al DACo los siguientes errores: 

Primer error: Erró el Departamento de Asuntos del 
Consumidor al abusar de su discreción y actuar de manera 
injusta, arbitraria y caprichosa al concluir que la querella de 
epígrafe no está bajo su jurisdicción, aun cuando la querella 
es clara y precisa en establecer la violación a la Ley de 

 
10 Véase la Resolución recurrida. Apéndice del recurso de revisión judicial, págs. 

438-442. 
1131 LPRA sec. 1923k. 
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Condominios y toda violación a esta ley recae bajo la 
jurisdicción de dicho Departamento. 

 
Segundo error: Erró el Departamento de Asuntos del 

Consumidor al desestimar de manera injusta, arbitraria y 
caprichosa la querella de epígrafe y ordenar su cierre y 
archivo obviando toda evidencia sustancial que obra en el 
expediente del caso. 

 
Tercer error: Erró el Departamento de Asuntos del 

Consumidor al rechazar de manera injusta, arbitraria y 
caprichosa la solicitud de reconsideración presentada por la 
parte recurrente aun cuando en la misma claramente se 
demuestra la responsabilidad del Departamento sobre la Ley 
de Condominios objeto de la reclamación presentada en la 
querella de epígrafe. 

 
Cuarto error: Erró el Departamento de Asuntos del 

Consumidor al no atender todos los remedios presentados 
como parte de la querella limitándose injusta, arbitraria y 
caprichosamente a atender el remedio utilizado por la 
representación legal de la parte recurrida para justificar su 
moción de desestimación y obviando todos los relacionados 
a remediar las violaciones a la Ley de Condominios 
reclamadas en la querella presentada. 

 

En su alegato en oposición, el DACo alegó que la Asamblea 

Legislativa otorgó jurisdicción primaria exclusiva a la OCS para 

atender querellas relacionadas con la cubierta o los términos y 

condiciones de un contrato de seguros. Por lo que, solicitó que 

confirmemos la Resolución recurrida. 

Por su parte, la Junta de Directores alegó que, dado que uno 

de los asuntos planteados era la devolución de una porción de la 

indemnización del seguro, MAPFRE era parte indispensable y 

procedía la desestimación del recurso. De otro extremo, señaló que 

la OSC tiene ante su consideración la consulta en cuanto a si 

procede o no la devolución y MAPFRE es parte en dicho proceso. 

Adujo que, si la OCS determinaba que procedía la devolución del 

dinero, el Consejo de Titulares estaba impedido de actuar en contra 

de las leyes y reglamentos aplicables.  

La recurrente se opuso a la solicitud de desestimación. 

Argumentó que su reclamo era en torno a las actuaciones de la 

Junta de Directores en violación de la Ley de Condominios, supra, 

y, en consecuencia, MAPFRE no era parte indispensable.  

En vista de los errores imputados y de los argumentos de las 
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partes, pormenorizaremos las normas jurídicas, máximas y 

doctrinas aplicables a las controversias. 

III. 

A. 

La jurisdicción es “el poder o la autoridad que posee un 

tribunal o un organismo administrativo para considerar y decidir los 

casos que se someten ante su consideración”. Cruz Parrilla v. 

Depto. Vivienda, 184 DPR 393 (2012). En el ámbito del derecho 

administrativo, las agencias administrativas solo pueden ejercer los 

poderes que su ley habilitadora expresamente les confiere y aquellos 

que sean indispensables para llevar a cabo su encomienda. DACO 

v. AFSCME, 185 DPR 1 (2012). Por tanto, una agencia 

administrativa no puede asumir jurisdicción sobre actividad, 

materia o conducta cuando no está claramente autorizada para ello. 

ASG v. Mun. San Juan, 168 DPR 337 (2006). Es decir, aquellas 

actuaciones administrativas que no correspondan al poder que se 

les delegó mediante legislación deben ser catalogadas como ultra 

vires. Caribe Comms., Inc. v. PRTCo., 157 DPR 203 (2002). En 

consecuencia, al revisar la jurisdicción de una agencia es preciso 

recurrir a su ley habilitadora para examinar la extensión de su 

autoridad y la intención legislativa de dicha delegación. DACO v. 

AFSCME, 185 DPR 1 (2012). 

 Ahora bien, como resultado de la delegación de jurisdicción a 

las agencias administrativas es posible que surjan controversias de 

jurisdicción entre las agencias y los tribunales. A esos efectos la 

doctrina de jurisdicción primaria ayuda a determinar cuál es el foro 

adecuado para ventilar una controversia en primera instancia. 

Aguilú Delgado v. PR Parking System, 122 DPR 261(1988). La 

doctrina de jurisdicción primaria tiene dos vertientes: la jurisdicción 

primaria exclusiva y la jurisdicción primaria concurrente.  
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En la primera, la ley dispone que el organismo administrativo 

será el único que tendrá jurisdicción inicial para examinar una 

reclamación. Aguilú Delgado v. PR Parking System, íd.  En el caso 

de la jurisdicción primaria concurrente, la ley permite que la 

reclamación se inicie en el foro administrativo o en el tribunal. 

Aguilú Delgado v. PR Parking System, íd. Cuando se trata de 

asuntos técnicos, el tribunal le brinda deferencia al foro 

administrativo para atender la controversia. Ello se debe a la 

experiencia y el conocimiento especializado de los foros 

administrativos sobre los asuntos que se les ha encomendado. Ortiz 

v. Panel del FEI, 155 DPR 219, 243 (2001).  

B. 

En reiteradas ocasiones, el Tribunal Supremo ha resuelto que 

la jurisdicción del DACo “no se extiende a toda causa de acción que 

pueda surgir en un condominio sometido al régimen de propiedad 

horizontal”. Ayala Hernández v. Consejo Titulares, 190 DPR 547, 

569 (2014).  

Por otro lado, es norma reiterada que la industria de seguros 

está revestida del más alto interés público. Jiménez López et al. v. 

SIMED, 180 DPR 1, 8 (2010); PFZ Props., Inc. v. Gen. Acc. Ins. 

Co., 136 DPR 881, 901 (1994). En varias ocasiones, el Tribunal 

Supremo ha señalado que el alto interés público se debe “al papel 

que juega en la protección de los riesgos que amenazan la vida o el 

patrimonio de los ciudadanos” y a “la extraordinaria importancia 

que juegan los seguros en la estabilidad de nuestra sociedad”. 

Rivera Matos, et al v. Triple-S et al., 204 DPR 1010, 1019 (2020); 

R.J. Reynolds v. Vega Otero, 197 DPR 699, 706 (2017) (citando a 

Natal Cruz v. Santiago Negrón et al., 188 DPR 564, 575 (2013)). 

Cónsono con lo anterior, la Asamblea Legislativa confirió 

jurisdicción al Comisionado de Seguros de Puerto Rico para dirimir 

las controversias relacionadas a la cubierta o los términos del 
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contrato de seguros presentadas por los titulares de condominios 

sometidos al régimen de propiedad horizontal. Ayala Hernández v. 

Consejo Titulares, supra, pág. 570. En particular, el Art. 66 de la 

Ley de Condominios, supra, establece que: 

[t]oda querella relacionada con la cubierta o los 
términos y condiciones del contrato de seguros, será referida, 
a la Oficina del Comisionado de Seguros de Puerto Rico para 
su consideración. Se faculta al Comisionado, de ser 
necesario, a adoptar y/o modificar los reglamentos 
necesarios para la adjudicación de las querellas que surjan 
bajo el Régimen de Propiedad Horizontal.12  

 

IV. 

Por estar relacionados entre sí, discutiremos en conjunto los 

cuatro errores imputados por la recurrente al DACo. En síntesis, la 

señora López Quiñones planteó que incidió DACo al desestimar la 

querella toda vez que dicha agencia administrativa poseía 

jurisdicción para atender sus reclamos.  

De un estudio objetivo, sereno y cuidadoso de las alegaciones 

contenidas en la querella surge palmariamente que los reclamos de 

la recurrente inciden directamente sobre cuestiones relacionadas a 

la póliza de seguros expedida por MAPFRE a favor del Condominio. 

La controversia medular es determinar si procede o no la devolución 

del dinero pagado por MAPFRE al Condominio por propiedad no 

cubierta por la póliza.  

Según pormenorizamos, el Art. 66 de la Ley de Condominios, 

supra, establece que todas las querellas relacionadas a la cubierta o 

a los términos y condiciones del contrato de seguros será referida a 

la Oficina del Comisionado de Seguros de Puerto Rico. En torno a 

reclamos de la recurrente en la querella, como cuestión de umbral, 

procede resolver si la Junta de Directores debe devolver a MAPFRE 

la indemnización que recibió el Condominio por la propiedad no 

cubierta por la póliza de seguros. Por lo cual, la OCS es el ente que 

posee jurisdicción para dirimir el asunto.  

 
12 31 LPRA sec. 1923k. 
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Los demás remedios solicitados por la señora López Quiñones 

están supeditados a dicha determinación. Es decir, una vez resuelta 

la controversia, corresponderá a la Junta de Directores proceder de 

conformidad a la Ley de Condominios, supra, para discutir y 

presentar los asuntos ante el Consejo de Titulares. Como 

correctamente resolvió el DACo: “[e]n el orden lógico de los eventos, 

lo primero es que la OCS emita su decisión para luego llevarlo al 

Consejo de Titulares, de ser necesario, y desembolsar las cantidades 

autorizadas”.  

A tenor con el Art. 66 de la Ley de Condominios, supra, y 

según consta en autos, la Junta de Directores elevó una consulta a 

la OCS con el fin de que determine si procede devolver el dinero a 

MAPFRE o entregarlo a los titulares. Adviértase que MAPFRE es 

parte en ante la OCS.  El DACo actuó correctamente al desestimar 

la querella.  

Contrario a lo que alegó la parte recurrente, las acciones o 

decisiones de la Junta de Directores a las que aludió en la querella 

están relacionadas al contrato de seguros que suscribieron con 

MAPFRE. Por lo que, según estatuido en el Art. 66 de la Ley de 

Condominios, supra, corresponde al OCS dirimir el asunto 

relacionado a la devolución del dinero. Una vez resuelto, 

corresponderá a la Junta de Directores continuar con los 

procedimientos a tenor con lo resuelto por la OCS y a lo dispuesto 

en la Ley de Condominios.   

A la luz de la normativa jurídica atinente a la controversia 

antes nos, resolvemos que los errores imputados al DACo no se 

cometieron. 

V. 

 Por los fundamentos expuestos, se confirma la Resolución 

recurrida. 
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Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 
                                                  Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


